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En la presente comunicación se analiza el nuevo proyecto de regionalización puesto en marcha por Mohamed VI a través de un triple enfoque. Por un lado, la concepción oficial de Palacio de la propia regionalización a través de un análisis del discurso, por otro lado la visión de las fuerzas sociales y políticas del país sobre la misma, y por otro el modelo de regionalización avanzada finalmente adoptado. Asimismo, se analiza el alcance y las transformaciones que este nuevo proyecto plantea en relación al modelo anterior, así como las implicaciones que éste pueda tener sobre el Plan de Autonomía para el Sahara presentado por el estado marroquí como solución al conflicto. 
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INTRODUCCIÓN

El inicio del año 2011 ha supuesto un profundo cambio político en el mundo árabe. Marruecos no ha escapado a la primavera árabe. La organización de la ciudadanía y las muestras de protesta y reivindicaciones sobre la situación económica y política se han hecho sentir. El Estado encabezado por la Monarquía ha reaccionado rápidamente, promoviendo una reforma constitucional. Una de las razones dadas para promover la reforma constitucional ha sido la necesidad de impulsar el proyecto de regionalización
 avanzada, todo ello dentro del continuo de reformas y consolidación del Estado de derecho y del régimen democrático marroquí. 

La pregunta de investigación que planteamos en esta investigación es si el proyecto de regionalización avanzada y su reconocimiento constitucional permitirán ofrecer una solución al conflicto de los territorios en disputa en el Sahara Occidental. 

Nuestra hipótesis es que el impulso dado y el interés mostrado en el proceso de regionalización van a dejar en un segundo plano tanto en el discurso político como en la agenda política, la aplicación del Plan de Autonomía para el Sahara propuesto por Marruecos ante Naciones Unidas. Este planteamiento lo encontramos en publicaciones como la reciente de Ben-Meir (2010: 59), donde afirma claramente que la regionalización ofrece un potencial significado a la resolución del conflicto  ya que gracias a la autonomía se dota de responsabilidad y capacidad de mejora el desarrollo y la gestión de sus asuntos, lo que puede generar un efecto estabilizador en la región. 
Para responder a estos retos la estrategia de análisis seguida se basa en el análisis de los principales criterios que estructuran un proceso de descentralización regional, de tal modo que nos permitan valorar el grado de autonomía regional
 previsto para la regionalización avanzada y formalmente ya reconocida en la Constitución de 2011, y la comparación con el modelo de regiones existentes previamente (1997), y el Plan de Autonomía para el Sahara. 

La comprensión de la evolución de la descentralización, su implicación en el sistema político y el intento de resolución del conflicto del Sahara Occidental dentro de la opción marroquí, sería deficitaria si nos quedáramos sólo en los aspectos institucionales, liderados desde Palacio. La posición de los partidos políticos y de los actores de la sociedad civil van a desempeñar un papel fundamental y analizaremos cuál es su margen de maniobra y su capacidad de influencia en el diseño del modelo de regionalización avanzada de 2011. 

1. LA REGIONALIZACIÓN EN EL DISCURSO DE MOHAMED VI

El 3 de enero de 2010 el rey Mohamed VI anunciaba en un discurso dirigido a la nación la creación de una Comisión Consultiva para la Regionalización (CCR), a la que encargaba la labor de preparar un proyecto que sentase las bases de un futuro plan de regionalización. El monarca pedía a este nuevo organismo un modelo de regionalización avanzada que englobara a todas las regiones del reino, y que se construyera en torno a cuatro aspectos fundamentales: el compromiso con los sagrados e inmutables valores de la nación (la unidad del estado, de la nación y del territorio); el principio de solidaridad entre las regiones; una distribución equilibrada de poderes y recursos entre las autoridades locales, el gobierno central y las instituciones implicadas; y la adopción de una amplia desconcentración dentro del marco de un sistema de gobernanza territorial eficaz. 

Si bien es ese discurso de enero de 2010 el que pone oficialmente en marcha todo el proceso, “regionalización”, “región” o “descentralización” han sido referencias casi permanentes en las alocuciones reales desde que Mohamed VI accediese al trono, y es a través de ellas como se han podido dibujar los contornos y directrices sobre los que el monarca pretende que se construya la presente etapa del proceso de regionalización marroquí. 

En primer lugar, este nuevo proyecto es presentado como una iniciativa propia y personal del monarca que debe ser situada dentro de la agenda de reformas que conforman el proyecto político divulgado por el rey, y ubicada dentro del proceso controlado de apertura iniciado ya durante el período de alternancia, y continuado tras la llegada al trono de Mohamed VI
. Desde entonces han tenido lugar una serie de reformas otorgadas, en las que el rey se ha situado como el actor principal de todos los procesos, en consonancia con el nuevo concepto de autoridad divulgado por él mismo, una “monarquía ejecutiva” que reina y gobierna y controla el límite de lo políticamente admisible. Así pues, el nuevo proceso de regionalización se encuadra dentro del marco de reforma institucional puesto en marcha por el monarca en el que la “buena gobernanza”
 es el objetivo principal, “la clave para la democracia y el desarrollo”
, a la cual se pretende llegar a través de una reforma de la justicia
, la regionalización avanzada, una devolución extensiva de poderes y competencias y una nueva carta social
. 
Esta serie de reformas anunciadas en distintas ocasiones por Palacio deben ser puestas en relación con dos cuestiones principales a las que Marruecos necesitaba hacer frente: por un lado, las exigencias de la Unión Europea impuestas a Marruecos en el marco de la Política Europea de Vecindad, el Plan de Acción UE-Marruecos 2007-2013 y los acuerdos del Estatuto Avanzado, y por otro lado, la necesidad de dar salida al problema del Sahara Occidental, a través de un nuevo marco político en el que la propuesta del Plan de Autonomía marroquí resultase creíble y admisible. En ese sentido, esta última cuestión constituye la pieza angular de todo el proceso, tal y como anuncia el monarca en su discurso del 6 de noviembre de 2008, con motivo del 33 aniversario de la Marcha Verde, que además constituye la referencia principal de lo que a partir de ese momento pasará a llamarse “regionalización avanzada” (El Yaagoubi, 2011:11): “He decidido abrir una nueva página dentro de las reformas en curso que estoy dirigiendo. Efectivamente, pronto lanzaremos un proceso gradual y sofisticado de regionalización que cubrirá todas las partes del reino, especialmente la región del Sahara. Estoy encantado de posibilitar a todos los habitantes e hijos del Sahara marroquí dirigir sus asuntos locales democráticamente, dentro de una nación marroquí unida, bien a través de la implementación de un apropiado sistema de regionalización avanzada, que reflejará la voluntad de la nación, o  a través del estatuto de autonomía propuesto, una vez que sea alcanzado un acuerdo político consensuado bajo los auspicios de Naciones Unidades, como solución final a la disputa”
.

La apuesta de la monarquía marroquí por la región como salida al conflicto se remonta al reinado de Hassan II, concretamente a un discurso pronunciado en Fes el 24 de noviembre de 1984, fruto del cual y de las reformas territoriales que se emprenden tras él, aparecerá por primera vez, la región como ente territorial (López y Hernando de Larramendi, 1996, Ojeda, 2006). Esta continuidad constituye también uno de los aspectos más destacados de la concepción que de la regionalización el rey transmite en sus discursos, pues la idea de “progresividad” se repite en muchos de ellos, por un lado como la forma adecuada con la que implementar el proyecto, y por otro como expresión de unión y continuidad entre el de su padre Hassan II y el suyo propio. Así pues, Mohamed VI muestra en diversas ocasiones su idea de la regionalización como “una nueva fase en el proceso continuo de reformas”
, dentro de la cual la puesta en marcha y desarrollo del nuevo sistema de regionalización avanzada también tiene su propio calendario. Es pues visto como “el punto de partida de un proceso largo y arduo”
, para el cual solicita al CCR el establecimiento de “una hoja de ruta clara y precisa para su gradual implementación a través de las instituciones competentes y de los mecanismos institucionales y de desarrollo pertinentes”
.  

A través de las propias palabras de Mohamed VI, y de los discursos pronunciados antes y después del establecimiento de la CCR, se pueden identificar los pilares sobre los que el monarca considera que el nuevo proyecto debe erigirse, así como los objetivos por los cuales éste es puesto en marcha. En este sentido, Mohamed VI marca como principios directores del nuevo proceso “la unidad, el equilibrio y la solidaridad”
, y tres las bases sobre las que aquel debe asentarse (El Yaagoubi, 2011: 14): la buena gobernanza local como punto central de la estructura; la consolidación de la política de proximidad con el ciudadano; y la potenciación del desarrollo socio-económico en el nivel regional. 

La “buena gobernanza territorial” es considerada la base sobre la cual el proceso de regionalización debe construirse, estableciendo el ámbito local como el espacio sobre el que debe ser implantada más firmemente. El discurso relaciona de manera directa la consecución de dicho objetivo con la promoción de la democracia local, la respuesta cercana a los problemas y necesidades de los ciudadanos y la obtención de un desarrollo regional integrado en el ámbito económico, social y cultural
. La “buena gobernanza” aparece en el discurso oficial de Palacio como el centro del marco bajo el cual los otros dos pilares del proyecto anteriormente citados deben desarrollarse. 

Así pues, la política de proximidad con el ciudadano se vincula a la necesidad de empoderar los entes regionales a través de una profundización en el proceso de desconcentración de autoridad, y una política de descentralización que delegue poderes y  competencias a los mismos. Sin embargo, si bien se deja constancia de que “no puede haber regionalización dentro de un sistema centralizado”
, que “las mentalidades de gobernar desde el centro deben de cambiar”
 y se exhorta al gobierno a preparar un nuevo marco legal administrativo de delegación de poderes
, el alcance de la redistribución de los mismos entre los dos niveles permanece ambiguo desde el punto de vista discursivo, fluctuando entre la declarada intención de transferir recursos humanos y competencias a las regiones, y la de mejorar la eficacia del sistema de gobierno a través de una mayor delegación de poderes a los  agentes del estado central en las regiones
. Dentro de ese mimo objetivo de profundización en la política de proximidad al ciudadano, la renovación de las élites regionales constituye un punto de interés máximo para el sistema, esperando que el nuevo proyecto traiga consigo nuevas élites locales que sean suficientemente competentes para poder dirigir los asuntos de sus respectivas regiones y lograr considerarse como uno de los agentes ejecutores de esa política de proximidad.

En lo que se refiere al reparto competencial las expresiones más recurrentes relacionadas con esta cuestión evocan aspectos como “la idea de equilibrio”, el traspaso de las “prerrogativas necesarias”, “la búsqueda de la armonización y equilibrio  en lo que concierne a competencias y medios”, el establecimiento de regiones “viables y estables en el tiempo”, que cuenten con “recursos financieros procedentes del Estado y de fondos propios”, y que reine “el principio de solidaridad” entre las mismas (El Yaagoubi, 2011: 25).

Por último, la región es concebida igualmente en el discurso real como el ente territorial desde el que dirigir el desarrollo socio-económico del país, y de él se espera que desempeñe  “un rol eficaz en la dinamización del desarrollo y la coordinación de la cooperación entre colectividades”
. Consecuentemente, la idea de regionalización como medio con el que poder obtener un desarrollo regional integrado, remite inevitablemente a la necesidad de definir los criterios de delimitación territorial a seguir. Evocados en diversas alocuciones reales, el monarca vincula el découpage del nuevo proyecto al establecimiento de “regiones que estén económica y geográficamente integradas”, y que sean “social y culturalmente coherentes”
. 

Finalmente, junto con las bases, principios y objetivos que, de manera ininterrumpida, el monarca ha ido difundiendo, el rey pide a los miembros de la CCR que el proyecto que ésta presente sea un modelo completamente marroquí, basado en las especificidades del país, y un sistema novedoso, que no caiga en el mimetismo o en la reproducción exacta de otras experiencias extranjeras (Benyahya, 2010: 63). Este requerimiento constituye una ruptura en la continuidad que en diferentes momentos Mohamed VI evoca, pues supone una desvinculación formal de los modelos que históricamente han sido una referencia para Palacio, como es el caso del alemán, anhelo públicamente expresado por su antecesor Hassan II en distintas ocasiones. 

Con las pautas y criterios a los que se ha hecho referencia, la Comisión Consultiva para la Regionalización, presidida por Omar Azziman, embajador de Marruecos en España en el momento en el que fue llamado a incorporarse a dicho organismo, y compuesta por veintiún miembros más con diferentes procedencias y sensibilidades, emprendía sus trabajos, cuyos resultados fueron anunciados oficialmente por el rey el 9 de marzo de 2011.

2.  EL PROYECTO DE REGIONALIZACIÓN AVANZADA
La Comisión Consultiva para la Regionalización ha realizado un enorme esfuerzo durante el período concedido para la elaboración del proyecto de regionalización avanzada (desde enero de 2010 hasta febrero de 2011). Además se ha creado una página web donde se puede consultar fácilmente la información (http://www.regionalisationavancee.ma/). El trabajo realizado ha sido minucioso y de una gran envergadura. Además de la totalidad del proyecto, se pueden encontrar los mapas de la posible división regional, las propuestas y documentos presentados por los diferentes partidos políticos, así como los de otros actores locales y regionales y de la sociedad civil, y una amplia gama de informaciones relevantes para las regiones sobre cuestiones relativas a la economía, la geografía y la demografía. El hecho de publicar y de otorgar la mayor transparencia posible a las propuestas de los diferentes actores institucionales, políticos, sociales y de expertos, contrasta con el hecho de que la comisión, como tantas otras que trabajan sobre temas clave políticos, emerjan de la voluntad del Rey y se alejen de los principios de representación y control de las instituciones representativas marroquíes (Fernández Molina 2011: 140 y 141).

El libro primero es un resumen del trabajo que se desarrollará con minuciosidad en el resto de libros. Desde las primeras páginas se deja constancia que el esfuerzo realizado se ha mantenido fiel a los grandes valores y principios lanzados en los diferentes discursos de Mohamed VI y que han sido analizados en las líneas anteriores. La dificultad además es mayor, si recordamos que dentro del encargo del Monarca, la Comisión debía construir una región propia y no basada en modelos extranjeros y extraños al propio contexto del país. Sobre los valores podemos destacar la intención del proyecto de construir unas regiones de esencia democrática. Éstas deben estar dedicadas al desarrollo integrado y durable en los ámbitos económico, social, cultural y medioambiental. De nuevo, como ocurría en la región de 1997, el ámbito político queda excluido de las competencias regionales. Según el documento encargado al Consejo de Europa, y redactado por Jean-Claude Cauwenberghe (2010), las regiones pueden tener una función legislativa que les permita desarrollar políticas dentro de su ámbito competencial y territorial. Los poderes decisionales harían referencia a las opciones políticas mientras que los administrativos, a las medidas de ejecución. Del mismo modo, el fomento de la diversidad cultural y lingüística formaría parte de las funciones de las regiones, pero en el proyecto de regionalización avanzada para Marruecos, sólo podemos observar el gran interés por el fomento del desarrollo integrado y sostenido, es decir, las competencias de las regiones quedan circunscritas a los ámbitos económicos y sociales.

Al igual que el proceso de regionalización de la década de los 90, la regionalización avanzada es un paso previo a la transformación profunda de las estructuras del Estado, como consecuencia de la progresiva implantación de un proceso de descentralización y de desconcentración. A lo largo de todo el texto de la propuesta se puede observar la aparición reiterada de las prefecturas y provincias e incluso de las comunas, como compañeras inseparables de viaje del proyecto de regionalización. Sobre todo, hay que tener en cuenta, que se reconoce un poder ejecutivo también a los presidentes de los consejos provinciales y prefectorales, y que se les dota de más competencias a las prefecturas y provincias. Por tanto, se deja bien claro que no se puede realizar un proyecto de regionalización avanzado sin que transcurran paralelos los procesos de descentralización que afectan a las otras colectividades territoriales y la desconcentración (lo que en España entenderíamos como un reforzamiento de nuestra administración periférica dependiente de los órganos ministeriales, es decir, de la Administración central). 

La forma del Estado sigue siendo la unitaria y se afirma que la regionalización en ningún caso supone una vulneración de la soberanía, la integridad territorial y la unidad política, legislativa y judicial, todo ello bajo la supervisión del Rey, como representante supremo de la nación. 

La regionalización avanzada no sólo pretende potenciar los procesos de descentralización y desconcentración sino que todo ello debe suponer también una mayor implicación de la ciudadanía en la gestión de los asuntos públicos y, por tanto, un incremento de la participación de la población en los distintos niveles regionales y locales.

Por último, dentro de las grandes líneas declaradas en el proyecto, se vuelve a insistir que esta iniciativa no es más que el resultado de haber escuchado la voluntad del soberano de un Estado unitario. La regionalización avanzada no es el fruto de ninguna adaptación a presiones de carácter étnico, cultural o confesional, sino que es un paso más de la trayectoria de consolidación del Estado a través de la descentralización y la democracia local. 

La implementación del proyecto de regionalización avanzada necesitaría, según la propuesta de la Comisión Consultiva, una reforma Constitucional. Sin embargo, dejan bien claro, que esa reforma no necesita ser inmediata ya que con una primera reforma legislativa podría emprender su andadura las regiones avanzadas
. Como hemos podido observar en los últimos meses, tras las protestas lanzadas por el Movimiento 20 de febrero, el Rey ha reaccionado proponiendo una reforma constitucional. La motivación para dicho impulso sería el proceso de regionalización avanzado y la mejora del sistema político-institucional. En ningún caso, se reconoce que hayan sido las reivindicaciones sociales y políticas las que hayan motivado el impulso a una reforma constitucional. 
2.1 DEMOCRATIZACIÓN DE LAS REGIONES

 Para el primer criterio anunciado en el texto del proyecto, el de la democratización de la región se van a articular tres mecanismos: la mejora de la representatividad y la legitimidad, el mayor acceso de las mujeres a las funciones electivas y la articulación de mecanismos que mejoren la participación ciudadana, de la sociedad civil y del sector privado. La elección del consejo regional se hará a través de sufragio universal directo. Estos miembros tendrán voz y voto, mientras que se permitirá la participación de otros miembros en el consejo sólo con derecho a voz consultiva. Esta categoría estará compuesta por los miembros del parlamento que hayan salido de la región, los presidentes de las cámaras profesionales organizadas a nivel regional y de los sindicatos con representación en la Cámara de Consejeros del Parlamento.

El documento elaborado por el Consejo de Europa sobre la autonomía regional apoya la necesidad de articular lazos de unión entre los órganos de representación regional y los de carácter estatal. La nueva reforma constitucional aprobada en el referéndum del 1 de julio de 2011, mantiene la representación de tres quintas partes para las colectividades territoriales. Según el artículo 63 de la Constitución, las 3/5 partes quedan repartidas en proporción de sus poblaciones respectivas y bajo el criterio de equidad entre los territorios. De estos 3/5 partes, una tercera parte se reserva a las regiones. Los consejos regionales eligen sus representantes de entre sus miembros. Las dos terceras partes se eligen a través de un colegio electoral constituido a nivel de la región por los miembros de los consejos comunales, provinciales y prefectorales.

En el proyecto de regionalización avanzada, para garantizar la mayor representación y transparencia hacia los electores, se recomienda la utilización de fórmulas proporcionales. La influencia del modelo francés de articulación de la representación de la administración territorial se puede observar en una limitación “prudente” de la acumulación de mandatos. A pesar de que se apoya la celebración conjunta de las elecciones a los consejos regionales y comunales (las dos que se van a hacer por sufragio universal directo),  se pide que una misma persona no sea miembro al mismo tiempo de los consejos regional, provincial y comunal (p. 12, Libro I).

En este ámbito de refuerzo de la gestión democrática, se otorga el poder de ejecución al presidente del consejo regional. Por tanto, no será el wali (agente de autoridad del Estado en el territorio) quien ejecute de ahora en adelante las decisiones adoptadas en el consejo regional. Lo más llamativo de esta propuesta es que no se detiene en el ámbito regional sino que desciende también a las prefecturas y provincias, símbolo de la presencia del Estado en el territorio. 

2.2 MEJORA EN EL ÁMBITO COMPETENCIAL DE LAS REGIONES

El principio de subsidiariedad (tal y como propone el documento del Consejo de Europa sobre la autonomía regional), es el aplicable en las relaciones entre el Estado y las regiones. La materia de desarrollo económico, social, cultural y medioambiental, en donde cada ámbito de competencia (agua, energía, trasporte), puede ser compartido entre el Estado y las colectividades territoriales, sería un buen ejemplo para la aplicación del principio de subsidiariedad (p 14, Libro I). A través de la promulgación de una ley se regulará la transferencia de responsabilidades y tareas concretas desde el Estado hacia las regiones o hacia otras colectividades territoriales. Todo ello bajo un mecanismo de contractualización y con el compromiso de transferir también los recursos y los medios correspondientes.

A pesar del papel competencial mejorado para las prefecturas y provincias y que no existe una relación jerárquica entre las colectividades territoriales, el papel del consejo regional es preeminente sobre el resto de consejos de otras colectividades territoriales, en lo referente a los programas de desarrollo regional. Del mismo modo, se ha mejorado el papel del consejo regional en lo referente a las actuaciones conjuntas entre el Estado y las colectividades territoriales. En algunos de ellos, el consejo regional contribuirá a la realización de programas para infraestructuras y equipamiento con el fin de mejorar el atractivo económico de la región. También contribuirá en los programas para el hábitat social así como en el desarrollo del mundo rural y el apoyo a las poblaciones en situación de precariedad (p 15, libro I).

El consejo regional sale reforzado en el ámbito de la cooperación internacional ya que se le permite colaborar con otras regiones y organismos para promover el desarrollo económico, social, cultural y medioambiental de la región. 

Las competencias en el ámbito de la investigación e innovación tecnológica también son propuestas para las regiones avanzadas, con el fin de de abrir las universidades a su contexto regional y mejorar las relaciones con la sociedad. 

Los ámbitos competenciales para las nuevas regiones son: desarrollo económico y social (plan de desarrollo económico y social, esquema de ordenación del territorio y plan de desarrollo urbano; desarrollo económico y social del mundo rural y promoción de inversiones y del empleo); agua, energía y medio ambiente; educación, formación y cultura; sanidad; trabajos de infraestructuras y equipamientos; hábitat social; perecuación sub-regional, y deporte. Prácticamente en todas las competencias las regiones deberán actuar de forma concertada con el Estado y con las prefecturas y provincias. 

2.3 SISTEMA FISCAL LOCAL Y SOLIDARIDAD INTERREGIONAL

El proyecto de regionalización avanzada opta por unas regiones volcadas en el desarrollo regional. Este proyecto parte de la constatación de los graves déficits que sufre el país en materia de desarrollo humano, de ahí que se prevea la creación de un fondo para mejorar el nivel social de las poblaciones y un fondo de solidaridad regional. 

Sobre los recursos financieros, a parte del alegato para la optimización de dichos recursos, la propuesta de regionalización avanzada prevé la creación de nuevas tasas regionales, adaptadas a las especificidades de cada región. La pretensión no es incrementar la carga fiscal (actualmente del 26% en Marruecos), sino que el pago de esas tasas recaiga sobre los usuarios de grandes infraestructuras, como aeropuertos o grandes estaciones ferroviarias.

Los recursos de préstamos de los consejos regionales seguirán estando en manos del Fondo de Equipamiento Comunal,  y de la participación de la banca privada (p 18, libro I).

En cuanto a la transferencia por parte del Estado hacia las regiones se exige que sea mayor, ya que mayor será también la implicación en la gestión de los asuntos regionales. Todo ello sin contar, que la capacidad financiera de las regiones de 1997 era muy deficiente. En 2009, el 49% de los ingresos que el Estado dedicaba a las colectividades locales, iban a las comunas urbanas, el 25% a las comunas rurales, el 19% a las provincias y prefecturas, y sólo el 7% a las regiones, es decir, el 0,7% del total de los ingresos globales del Estado. 

Los gastos de las regiones no representan más que el 5% de los empleos de las colectividades locales. Los gastos en inversiones ascienden a un 10% del total de gastos de las colectividades locales y tienen una débil dedicación a cuestiones económicas y sociales. Por tanto, se puede constatar que las regiones de 1997 en materia de recursos, es bastante deficitaria (Página 110, Libro II). 

El proyecto presenta algunas propuestas concretas: 

· La recuperación del 1 al 5% de las partes respectivas de los productos del impuesto sobre sociedades y del impuesto sobre la renta que le son afectados.

· El reparto a partes iguales entre el Estado y los consejos regionales del producto de los derechos de matriculación y la tasa especial anual sobre vehículos automóviles.

· La elegibilidad de las regiones al producto del Impuesto sobre el Valor Añadido, a título de inversión (página 18, Libro I).

Algo novedoso también incluido en el proyecto es que la ley de finanzas y los programas plurianuales articulados por los diferentes ministerios deberán ser desglosados también por región, para que quede constancia de los créditos públicos destinados a cada región. La misma obligación es propuesta para los organismos públicos.
2.4 BUENA GOBERNANZA Y AGENCIALIZACIÓN

Dentro de las tendencias de mejora de la gestión pública, la buena gobernanza es una de las que más ha durado en el discurso político y también la que más adeptos ha conseguido aglutinar entre los expertos y decisores públicos. La buena gobernanza ha sido definida como la gestión de los asuntos públicos de forma eficaz y eficiente pero sobre todo atenta a las demandas de los ciudadanos. En el proyecto de regionalización avanzada se apuesta por la creación de una agencia bajo el control del consejo regional encargada de apoyar en el plano técnico, la puesta en marcha los proyectos de inversión. La Agencia Regional del Proyectos será un organismo con personalidad jurídica y autonomía financiera y de gestión (p 20, Libro I).

Por tanto, dentro de las nuevas tendencias en gestión pública se da un paso más en el “ahuecamiento del estado”, con la opción de vaciar de contenido la actuación de las administraciones públicas, siempre bajo la presunción de ineficacia, y crear otros organismos ad hoc. La agencialización de la gestión pública goza de una serie de ventajas. La reducción de las inercias burocráticas, la agilización de los procedimientos, la reducción de los procesos y de sus tiempos de resolución. Pero por otra parte, tiene ciertos riesgos. La agencialización puede caer en una duplicación de estructuras, en un contexto, además, de escasez de recursos, de solapamiento competencial y una puerta abierta al mantenimiento de redes clientelares. 

A pesar de la clara opción por la creación de una agencia como entidad encargada de ejecutar las políticas de desarrollo, hay también una parte dedicada al apoyo y a la mejora de las administraciones públicas regionales. Una de las críticas permanentes a la región de 1997 era la falta de recursos humanos y de medios materiales para la ejecución de sus competencias. Incluso, la sede del consejo regional se había ubicado en muchos casos en el mismo espacio donde estaban las oficinas del gobernador de la provincia o prefectura que ejercía de capital de la región.

2.5 CONTROL DEL ESTADO Y TUTELA

En este apartado podemos adelantar que una de las críticas al proceso de descentralización en general y de regionalización iniciado con la reforma constitucional de 1996, era el ejercicio de la tutela a priori. En el proyecto de regionalización avanzada aún se mantiene. La diferencia es que se condiciona a la propia evolución de la gestión llevada a cabo por cada región para dejar mayor autonomía a los gobiernos regionales. También se apuesta por una disminución de los plazos, de las competencias sometidas a la aprobación previa por parte del Estado así como a la obligación de motivar la negación de aprobación y el derecho a recurrir a los tribunales competentes o al arbitraje del ministro concernido o Primer Ministro. Sin embargo, a pesar de las declaraciones de disminución de control del Estado, el proyecto alude expresamente al sometimiento de aprobación previa del orden del día de las reuniones del consejo regional así como del presupuesto. Las deliberaciones sobre los planes de desarrollo también quedarían incluidas como necesitadas de la aprobación previa del Estado. 

La disminución del ejercicio de tutela por parte del Estado irá paralelo a un mayor control y evaluación a posteriori, y sobre todo, con la garantía de los controles jurisdiccionales de legalidad (p 23, Libro I).

2.6 DIVISIÓN REGIONAL

Los diferentes aspectos y elementos para el diseño de las nuevas regiones son temas que no están exentos de debates y del enfrentamiento de diversos intereses pero si hay uno más espinoso y que representa el mayor reto, es el de la división regional (Rousset 2010: 4). Así se reconoce también en el proyecto de regionalización avanzada. Sin embargo, la CCR se mantiene fiel al discurso real y afirma que en Marruecos no existe una tradición regional ni mucho menos regionalismo político. Marruecos se caracteriza por ser una estructura territorial “unificada y de un alto nivel de integración bajo la égida de una monarquía en simbiosis con las poblaciones”. La región avanzada no puede ser más que institucional y funcional. Las reglas para la futura división se basan en: la eficiencia, la acumulación sobre lo que ya existe (como la división provincial), la homogeneidad, la funcionalidad, la accesibilidad y proximidad, la proporcionalidad y el equilibrio (pp. 31 y 32, Libro I). 

Bajo estos criterios el número de regiones desciende de 16 a 12 e incluso se hace una doble propuesta en función de la reorganización provincial de dos provincias, Figuig y Midelt. En cuanto al territorio en disputa pendiente de autodeterminación, del Sahara Occidental, queda totalmente incluido como parte del Estado marroquí y se articula en torno a tres regiones. En el documento realizado por la CCR se realiza un gran esfuerzo por justificar y explicar la nueva división y los criterios utilizados para ello. En la explicación de la creación de la nueva región Tánger y Tetuán, se menciona directamente a Ceuta, como un tercer polo regional a tener en cuenta. Las regiones marroquíes previstas que estructuren el territorio del Sahara Occidental, se les dedica menos esfuerzo a establecer los criterios seguidos para la agrupación de esas provincias o la incorporación de provincias del sur del Estado de Marruecos con las provincias del territorio del Sahara Occidental.

Las regiones del Sahara Occidental son las que menos población tienen, si bien cuentan con un mayor porcentaje de población urbana (alrededor del 70% ante una media total del 57%)  (pp 37 y 38, Libro I). Por otro lado, estas regiones están conformadas por un número menor de provincias y comunas y, sin embargo, son las que han gozado de mayores recursos transferidos desde el Estado por habitante (p 135, Libro III). 

3. LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y LA SOCIEDAD CIVIL MARROQUÍ FRENTE AL PROCESO DE REGIONALIZACIÓN
Tras el discurso real del 3 de enero de 2010 y la formación de la CCR, actores políticos y sociales, institucionales y no institucionales del país se sumergieron con fervor en la organización de conferencias, debates y seminarios en torno al nuevo proyecto de regionalización.  La implicación de todos estos actores y de la ciudadanía  había sido uno de los aspectos que el propio monarca había pedido que se potenciase y que fuese tenido en cuenta por la propia Comisión a la hora de elaborar su propuesta. En este sentido, el rey, en el mismo discurso en el que anunciaba la creación de la CCR y el comienzo de sus trabajos, animaba a que “todos los partidos y partes interesadas se movilizasen” y fuesen “plenamente conscientes de los complicados asuntos de este crucial terreno de la regionalización avanzada”
. Se pedía igualmente a la CCR, que se asegurara de que “el proyecto está maduro y que está plenamente explicado a la gente a través de un debate nacional extenso”, pues entendía que “la movilización y una fuerte participación pública son necesarias para asegurar su éxito”
. Los propósitos oficiales de adoptar un enfoque participativo en la tarea de definir la nueva etapa de la regionalización del país fueron bien acogidos por las fuerzas políticas y sociales marroquíes, dando lugar a una intensa actividad de las mismas en torno a dicha cuestión.

3.1 LOS PARTIDOS POLÍTICOS: ACCIONES Y PROPUESTAS

A lo largo de los catorce meses durante los cuales la CCR desarrollaría su trabajo, actores políticos y sociales, como partidos políticos, sindicatos o asociaciones, instituciones gubernamentales, como departamentos ministeriales, instancias de control, agencias nacionales de desarrollo o instituciones nacionales de estudio y evaluación,  y distintos organismos internacionales, hicieron llegar a la Comisión sus propios proyectos, aportaciones y sugerencias. En total, la CCR recibió 124 contribuciones escritas u orales, de las cuales 27 procedían de partidos políticos nacionales, con y sin representación parlamentaria
.

Las aportaciones realizadas por los mismos variarán mucho de unos a otros, no sólo por las diferencias conceptuales e ideológicas que puedan existir entre ellos, sino también porque en muy pocos casos la regionalización había sido una cuestión de primer orden en sus programas, y si lo había sido, especialmente tras la presentación del Proyecto de Autonomía para el Sahara, pocas veces había llegado a ser una cuestión plenamente desarrollada. Por esta razón algunos partidos políticos decidieron crear comisiones internas ad hoc en las que definir sus posiciones, como es el caso del PI o la USFP, y otros necesitaron pedir una prolongación del plazo de presentación de propuestas a la CCR, como la RNI o la USFP. 

En los dosieres presentados por los partidos políticos y las intervenciones públicas realizadas para difundir sus posiciones, tres han sido las cuestiones principales sobre las que todos ellos se han centrado en mayor o menor medida: la reestructuración de las instituciones políticas regionales, las relaciones entre el centro y la periferia y la delimitación territorial de las futuras regiones. 

En lo que se refiere a la primera cuestión, el punto principal de reflexión giraba en torno a la figura de los presidentes y consejos regionales. Las propuestas aportadas por los partidos variaban entre la elección de los consejos regionales y de su presidente por sufragio directo (PJD, FFD, PPS, MP, USFP)  o la aplicación del mismo sistema para la elección de los consejeros regionales y de un sistema indirecto para el presidente regional (PAM, PI). Asimismo, en algunos casos se pedía dotar a las regiones de verdaderos poderes ejecutivos y legislativos, con el establecimiento de gobiernos y parlamentos regionales (RNI-UC, PPS), y de otras instituciones como tribunales de cuentas (PPS), consejos económicos y sociales (PPS, FFD, PI), tribunales administrativos (FFD) y agencias de desarrollo (PI), así como la supresión de otras entidades locales, como los consejos provinciales (MP, PAM) y prefectorales (PAM).

Junto con estas transformaciones institucionales, algunos partidos piden igualmente otras de carácter presupuestario como la definición de nuevas bases de financiación y reparto de recursos (USFP, MP, PAM), sobre una combinación de disposición de las propias riquezas regionales y recepción de impuestos y recursos nacionales (PPS, PJD), la destinación del 30% de los impuestos recolectados localmente a las regiones (PJD), o el establecimiento de nuevos impuestos locales (PAM).

Por otro lado, en lo que respecta a las relaciones entre el centro y la periferia, el debate central se situaría en torno a la figura del wali, donde algunos sectores proponían de una parte, que se convirtiera en representante del gobierno y no del estado (PAM, PJD), que se eliminara su poder de control y ejecución  sobre el presupuesto de las regiones (PJD, USFP), y se transformase en coordinador de las políticas sectoriales a nivel regional (USFP, MP) e interlocutor del Primer Ministro y altos responsables gubernamentales (USFP), mientras que otras fuerzas políticas pedían su completa desaparición (PPS) . 

Asimismo entre la documentación aportada, algunas partes sugerían que se llevaran a cabo igualmente transformaciones institucionales a nivel estatal que permitiesen la apertura de nuevos canales de comunicación y coordinación entre el poder central y las regiones. En este sentido algunos partidos pedían que la Cámara de Consejeros se convirtiera en un órgano reservado exclusivamente para los consejeros regionales (FFD, PAM), otros que cada ministerio tuviese sus propios representantes en cada región (PI), el establecimiento de un Tribunal Constitucional que se encargase de los contenciosos entre el estado y las regiones (PAM), la creación de Comisiones conjuntas permanentes entre los representantes de sectores gubernamentales y los consejos regionales (PAM), o  la creación de un Ministerio dedicado exclusivamente a las relaciones entre las dos entidades, cuyas delegaciones regionales tuviesen por misión apoyar a los consejos regionales y coordinar entre las regiones y el gobierno la ejecución de los proyectos y decisiones (PSU).

Por último, en lo que concierne a la delimitación territorial de las regiones, la mayoría de los partidos se mostraban favorables a su reducción, estableciendo el número conveniente de las mismas entre las 8 y las 12 regiones, a excepción del las 23 que el PJD sugiere, al tomar como referencias las antiguas demarcaciones y estructuras tribales. Los criterios seguidos por cada partido y la importancia otorgada a cada uno de ellos son diversos. Así pues, hay organizaciones que priorizan que la demarcación territorial siga criterios de desarrollo económico (RNI-UC, MP), otras prefieren que sean geográficos (PI), y otras que se asiente sobre una combinación de las particularidades económicas, lingüísticas y culturales (PPS, FFD, PAM), así como la existencia de una legitimidad histórica común (PPS, PAM). 

En este mismo apartado la referencia a un estatuto político-administrativo especial para el Sahara resulta inevitable para algunas formaciones. Es por ello que partidos políticos como el PPS proponen la creación de un modelo territorial asimétrico con distintos niveles de regionalización, en el que se otorgase un estatuto diferenciado al Sahara, tal y como también sostienen otras fuerzas políticas del país como el PAM o el PSU. 

Las transformaciones que los partidos políticos proponían y la amplitud y alcance que vislumbraban que el nuevo proceso de regionalización iba a tener, hizo que muchas formaciones (MP, USFP, PPS, PJD, PAM) exaltasen la necesidad de adaptar la Carta Magna y ciertas leyes, especialmente aquellas que afectaban al sistema judicial, el sistema de financiación y presupuestos y los partidos políticos, a los cambios que previsiblemente iban a ser introducidos. Sin embargo las movilizaciones populares iniciadas en febrero de 2011, y el anuncio de la formación de una Comisión Consultiva para la Reforma Constitucional (CCRC), harían que muchas olvidasen esta reclamación, para supeditarla al proyecto que la nueva Comisión presentase.

3.2 LA SOCIEDAD CIVIL: ACCIONES Y PROPUESTAS

Al igual que había ocurrido con los partidos políticos, la sociedad civil del país a través de las asociaciones, grupos, fundaciones y colectivos, comenzó a organizar debates y seminarios en los que se discutía sobre el nuevo proyecto de regionalización. La CCR recibió 25 contribuciones procedentes de distintas plataformas y redes asociativas, bajo las que se agrupaban un total de  894 asociaciones.

El entusiasmo con el que el mundo asociativo del país acogió la iniciativa se encontraba profundamente influenciado por la creencia, tal y como había sucedido en los años setenta y noventa, en el poder democratizador atribuido al propio proceso de regionalización.  

Si bien, como ocurría con los partidos políticos, cada plataforma o red de asociaciones aporta su propia visión de la regionalización, una  cuestión parece dominar todas ellas: la exaltación del papel del tejido asociativo del país en el desarrollo local (Espacio Asociativo, Foro de Alternativas de Marruecos, Instituto de Formación de Agentes de Desarrollo, Alternativa Ciudadana, Red Azetta, Red Marroquí de Economía Social y solidaria, Espacio Sur-democracia-coparticipación-desarrollo, Red Espacio de Ciudadanía de Tánger, Red Espacio Civil de Fes). En este sentido existe una demanda de potenciar los mecanismos participativos a través de los cuales las asociaciones puedan ser actores activos en la toma de decisiones concernientes al desarrollo local y regional, proponiendo para ello diversas opciones que van desde la creación de un “Observatorio para la regionalización” en el que la sociedad civil esté presente (Red Espacio Civil de Fes) o la implantación de consejos de carácter consultivo que acompañen a las instituciones locales, siguiendo el modelo francés del Consejo Nacional de la Vida Asociativa (Espacio Asociativo, Foro de Alternativas de Marruecos, Instituto de Formación de Agentes de Desarrollo, Alternativa Ciudadana).

Al igual, que la mayoría de los partidos, algunas asociaciones recogen en la documentación presentada, la necesidad de reducir el número de regiones actuales a no más de una decena, que la elección del presidente de la región sea realizada por sufragio directo, así como la de los gobiernos y parlamentos regionales, instituciones que demandan sean implantadas, y se les dote de los recursos financieros necesarios que les permitan dirigir sus propios programas y planes económicos y de desarrollo. La figura del wali es también objeto de revisión, y se pide que sus prerrogativas sean reducidas junto con las del Ministerio del Interior a funciones relacionadas exclusivamente con el ámbito de la seguridad (Espacio Asociativo, Foro de Alternativas de Marruecos, Instituto de Formación de Agentes de Desarrollo, Alternativa Ciudadana).

En cuanto a la delimitación territorial de las nuevas regiones, un número importante de las propuestas ensalzan y hacen una positiva valorización del proceso de regionalización como soporte para la promoción de la diversidad cultural del país, y de la región como un espacio político que reconozca un Marruecos plural. En la mayoría de los casos los colectivos han expresado su rechazo a la actual división regional, al considerarla ineficaz, pues no responde ni a las especificidades y exigencias sociológicas de las poblaciones,  ni al equilibrio socioeconómico y territorial, criterios que consideran deben ser seguidos en esta ocasión (Red Azetta, Foro de Alternativas de Marruecos, Alternativa Ciudadana, Espacio Asociativo).

Junto a las redes de asociaciones, la participación ciudadana en el proyecto de regionalización se concretó a través de los debates que las distintas  fuerzas políticas y sociales, instituciones educativas, y organizaciones internacionales fueron realizando a lo largo de más de doce meses. Las redes sociales, fueron igualmente un instrumento de expresión utilizado para difundir las diferentes visiones de la ciudadanía, principalmente a través de grupos creados en Facebook y de foros de discusión de páginas regionales de información, así como canales de difusión multimedia como Youtube, Vimeo o Dailymotion, a través de los cuales también ha participado de manera activa la diáspora marroquí en el exterior. Sin embargo tras la puesta en marcha de la Comisión Consultiva para la Reforma Constitucional (CCRC), la atención de los partidos, organizaciones, asociaciones, instituciones y ciudadanía se trasladará al nuevo debate surgido en torno a la reforma constitucional. A partir de ese momento el proyecto de regionalización pasará a ser un tema residual, supeditado al nuevo contexto político del país, que sólo se mantendrá activo en aquellas regiones en las que existen grupos y colectivos que reclaman al estado un mayor nivel de autogobierno, como ocurre en el norte del país, especialmente en el Rif.

Desde el año 2008, la presencia de un movimiento de reivindicación regional en el norte del país, formado por diferentes actores políticos y sociales, demanda al poder central una descentralización más profunda del sistema, y determinados grupos y colectivos, el establecimiento de un entidad regional autónoma y un estado federal en Marruecos. 
Tras la publicación del informe de la CCR, las organizaciones y colectivos afines a las distintas corrientes de reivindicación regional, han continuado celebrando actos de debate sobre el proyecto presentado, que lejos de ser considerado un modelo satisfactorio, recibe distintas críticas, sobre todo en torno a dos aspectos principales: la delimitación territorial propuesta y la no legalización de los partidos regionales. 

En lo que se refiere a la primera cuestión, la demarcación realizada, que divide el norte de Marruecos en dos regiones distintas, choca las concepciones territoriales que las distintas corrientes reivindican: por un lado, el “Gran Rif”, cuya extensión cubriría por completo el norte de Marruecos, desde el Atlántico a la frontera argelina, bordeando el Mediterráneo y al sur con las montañas del Rif; y por otro lado el conjunto territorial formado por las provincias de Alhucemas y Nador junto con partes de Taza y Berkane, en base exclusivamente a criterios lingüísticos. De igual modo, la no legalización de los partidos regionales constituye otra de las críticas principales al proyecto, pues desde determinados colectivos de la región, entre ellos el MAR, se reivindica desde hace años que se permita su formación, habiéndose producido ya distintos intentos, como el último del pasado mes de abril, el llamado Partido Rifeño de la Solidaridad.  
5. CONCLUSIONES
El contexto político y social, de presión de la calle al Estado por unas transformaciones profundas del sistema político del país, bajo el cual se ha desarrollado la elaboración de este nuevo proyecto de regionalización, especialmente en su recta final, modifica las condiciones generales en las que en otras ocasiones se habían llevado a cabo las reformas territorial-administrativas del país. Del mismo modo, la presencia de fuerzas centrífugas organizadas en grupos y colectivos, cuya presencia en determinadas regiones es cada vez mayor, introduce un nuevo elemento en lo que hasta entonces había sido la dinámica general. Sin embargo, y a pesar de ambas circunstancias, el proyecto de regionalización, que había sido considerado en su inicio “la gran obra del decenio”, se vio relegado por el propio contexto de protesta social del país hacia la nueva  reforma constitucional.

A pesar de ello, del enorme esfuerzo realizado por la CCR, y de la mejora sustancial del proyecto (elección, representación y ejecución, así como disminución del ejercicio del poder de tutela), la región avanzada adolece de una serie de déficits que ponen de manifiesto el miedo de un Estado semiautoritario a llevar a cabo una verdadera descentralización y a permitir un amplio margen de maniobra no sólo al Sahara Occidental sino a otras regiones como las del Norte que reivindican su diversidad cultural, lingüística e histórica.

La negativa a permitir la existencia de partidos regionalistas, el nuevo texto constitucional lo reafirma en su artículo 7, impide la generación de un espacio de autonomía y de representación política en el ámbito regional. 

La regionalización avanzada, a pesar de las modificaciones introducidas, no rompe con el viejo modelo de gobernar, ni despeja ni acaba con las contradicciones y espacios grises del Plan de Autonomía para el Sahara. 

Por tanto, podemos concluir que el proceso de regionalización avanzada reconocido ya en la Constitución de 2011, supone una “rebaja” con respecto al Plan de Autonomía para el Sahara. El esfuerzo de poner en marcha y el debate dentro del Estado, va a desplazar la resolución del conflicto del Sahara Occidental de la agenda política y, sobre todo, lo va a dilatar en el tiempo, a la espera de convencer por parte de Marruecos, que las nuevas regiones pueden servir para integrar los territorios en disputa de una forma incondicional, bajo la soberanía marroquí. 

Algunos partidos como el PAM, PSU y PPS apostaron por un estatuto especial para el Sahara. El PAM, candidato a controlar las instituciones representativas, abría una ventana de oportunidad para una negociación más fácil con el Frente Polisario y las voces disidentes dentro del propio territorio del Sahara Occidental. La propuesta formal se ha alejado de esta opción y, con ella, la pronta solución al conflicto. 
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Raquel Ojeda García, profesora Titular de Universidad del Área de Ciencia Política y de la Administración en la Universidad de Jaén. 


� La definición utilizada desde la década de los 90 para la regionalización es: “modo de organización territorial del Estado a partir de consideraciones socio-económicas, mientras que el regionalismo designa las doctrinas políticas fundadas sobre la afirmación de la existencia de comunidades culturales, sociológicas y económicas en el seno del Estado” (Ben Osman 1996: 101).


� Autonomía regional es definida como la competencia jurídica y la capacidad efectiva para las colectividades regionales, de regular y gestionar, en el marco de la constitución y de la ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus ciudadanos, una parte de los asuntos públicos, conforme al principio de subsidiariedad. (VAN CAUWENBERGHE 2010 : 7)


� “He decidido abrir una nueva página dentro de las reformas en curso que estoy dirigiendo. Efectivamente, pronto lanzaremos un proceso gradual y sofisticado de regionalización que cubrirá todas las partes del reino, especialmente la región del Sahara”, Discurso del 6 de noviembre de 2008, durante el 33 aniversario de la Marcha Verde. 


� Discurso de apertura del Parlamento, Septiembre de 2009. 


� Discurso a la nación en el 10 aniversario del Día del Trono, 30 de Julio de 2009. 


� Discurso a la nación en el  56 aniversario de la Revolución del Rey y del Pueblo, agosto de 2009.


� Discurso a la nación en el 10 aniversario del Día del Trono, 30 de Julio de 2009. 


� Discurso dirigido a la nación en el 33 aniversario de la Marcha Verde, 6 de noviembre de 2008.


� Discurso dirigido a la nación en el 33 aniversario de la Marcha Verde, 6 de noviembre de 2008. 


� Discurso dirigido a la nación en el 57 aniversario de la Revolución del Rey y del Pueblo, 20 de agosto de 2010.


� Discurso dirigido a la nación en el 57 aniversario de la Revolución del Rey y del Pueblo, 20 de agosto de 2010.


� Discurso dirigido a la nación en el 33 aniversario de la Marcha Verde, 6 de noviembre de 2008. 


� Discurso a la nación en el 10 aniversario del Día del Trono, 30 de Julio de 2009. 


� Discurso dirigido a la nación en el 57 aniversario de la Revolución del Rey y del Pueblo, 20 de agosto de 2010.


� Discurso a la nación en el 10 aniversario del Día del Trono, 30 de Julio de 2009. 


� Discurso a la nación en el 10 aniversario del Día del Trono, 30 de Julio de 2009.


� Discurso dirigido a la nación en el 33 aniversario de la Marcha Verde, 6 de noviembre de 2008. 


� Discurso con motivo de la apertura de los trabajos del consejo superior de la promoción nacional, 4 de mayo de 2000.


� Discurso dirigido a la nación en el 33 aniversario de la Marcha Verde, 6 de noviembre de 2008. 


� CCR (2011), Proyecto de Regionalización Avanzada. Libro I. Página 9. A partir de ahora las referencias a este documento las haremos en el texto entre paréntesis, señalando página y libro.


� Discurso a la nación, 3 de enero de 2010. 


� Discurso a la nación en ocasión del 57 aniversario de la Revolución del Rey y del Pueblo, del 20 de agosto de 2010.


� Partido de la Autenticidad y Modernidad (PAM), Partido Istiqlal (PI), Movimiento Popular (MP), Partido de la Justicia y el Desarrollo (PJD), Partido del Progreso y del Socialismo (PPS), Frente de Fuerzas Democráticas (FFD), Partido Al Ahd Addimocrati, Partido Laborista (PL), Movimiento Demócrata Social (MDS), Partido de la Choura y del Istiqlal (PDI), Partido del Renacimiento y la Virtud (PRV), Partido de la Renovación y la Equidad (PRE), Partido del Medioambiente y del Desarrollo Sostenible (PEDD), Agrupación Nacional de Independientes (RNI) junto con la Unión Constitucional (UC), Partido Socialista Unificado (PSU), Congreso Nacional Ittihadi (CNI), Alianza de la Izquierda Democrática (AID), Partido de la Esperanza (PE), Partido del Centro Social (PCS), Partido de la Reforma y del Desarrollo (PRD), Partido Socialista (PS), Partido Al Nahda, Vía Democrática (VD), Partido de la Libertad y de la Justicia Social (PLJS) y el Partido de la Vanguardia Democrática y Socialista (PVDS).
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